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Dicho fondo anual comportará necesariamente, como mínimo, la ela-
boración por parte del Secretariado de la Comisión Mixta Paritaria, de
una Memoria anual cuyo contenido mínimo será la aplicación del Convenio
Colectivo general, su extensión territorial y personal, en su caso, y el
detalle de sus actuaciones interpretativas o mediadoras en situaciones
de conflicto. Dicha Memoria anual deberá ser aprobada por la Comisión
Mixta Paritaria, estando sujeta las posteriores dotaciones a la citada apro-
bación.

Disposición final segunda.

Aquellas empresas que por razones económico-financieras no pudiesen
hacer frente a los incrementos salariales pactados en Convenios Colectivos
del sector, sea cual sea su ámbito de aplicación, deberán acreditar de
forma objetiva y fehaciente las causas por las que el referido incremento
cuestiona la viabilidad de la empresa.

Para poderse acoger al descuelgue durante el año o ejercicio corres-
pondiente, las empresas deberán comunicar su intención, a más tardar,
en el plazo de un mes a partir de la publicación del Convenio Colectivo
en el «Boletín Oficial» correspondiente, a la Comisión Paritaria del referido
Convenio, así como a la representación de los trabajadores en la empresa
si existiere.

A la solicitud la empresa deberá acompañar la siguiente documentación:

Memoria e informe económico específico de los dos últimos ejercicios
en donde se aprecie y refleje el resultado negativo habido.

En las empresas de más de 50 trabajadores, informe de auditoría exter-
na sobre la situación económico-contable de la empresa, al menos, del
último ejercicio económico.

Las Comisiones Paritarias de los Convenios Colectivos del sector debe-
rán estudiar cuantas solicitudes de descuelgue les sean presentadas y para
ello tendrán las atribuciones siguientes:

Los miembros de la Comisión Paritaria encargados del estudio de la
solicitud o, en su caso, los Técnicos que ella designe, deberán tener acceso
a toda la documentación jurídico-económica y contable necesaria para ana-
lizar y comprobar la solicitud formulada y sus informes de situación.

En el supuesto que se requieran por parte de la Comisión Paritaria
certificados registrales, informes de Censores Jurados o cualquier otra
documentación o actuación pericial relacionada con la solicitud formulada,
su coste será sufragado por la empresa peticionaria.

Los miembros de la Comisión Paritaria así, como los Técnicos que
la pudieren asesorar, están obligados a mantener la máxima reserva y
confidencialidad en relación con la información conocida y los datos a
los que tengan acceso, como consecuencia de dichos procedimientos.

Las Comisiones Paritarias deberán emitir su resolución en el plazo
máximo de un mes a contar desde la fecha de recepción de la solicitud.
En caso de desestimarse la petición de descuelgue o inaplicabilidad del
incremento salarial, las empresas, dentro de la semana siguiente a la noti-
ficación de la resolución de la Comisión Paritaria, podrán recurrir a un
Arbitraje, según se especifica en el artículo 66 del presente Convenio Colec-
tivo general, que en el término máximo de cuarenta y cinco días dictará
un laudo.

Tanto la resolución de la solicitud, por parte de las Comisiones Pari-
tarias, como el laudo arbitral, no podrán ser objeto de recurso alguno
por parte de la empresa solicitante, y tanto la resolución estimatoria como
el citado laudo arbitral serán desde su notificación plenamente ejecutivos.

11449 ORDEN de 26 de mayo de 2000 por la que se clasifica y

registra la Fundación Avina.

Por Orden ministerial se clasifica y registra la Fundación Avina:

Vista la escritura de constitución de la Fundación Avina, instituida
en Andraitx (Mallorca).

Antecedentes de hecho

Primero.—Por el Patronato de la Fundación fue solicitada la inscripción
de la Institución en el Registro de Fundaciones.

Segundo.—La Fundación fue constituida mediante escritura pública,
otorgada ante el Notario de Palma de Mallorca, don José Moragues Cáffaro,
el 6 de octubre de 1999, con el número 2.417 de su Protocolo, por don
Stephan Schmidheiny y la Fundación suiza «Avina Stiftung».

Asimismo, mediante escrituras otorgadas ante el mismo Notario de
Palma de Mallorca, el 31 de marzo de 2000 y 13 de abril de 2000, con
los números 868 y 1.139, respectivamente, se modifican diversos artículos
de los Estatutos y se rectifica el punto tercero de la escritura de cons-
titución, referido a la dotación.

Tercero.—La dotación inicial de la Fundación es de cinco millones
(5.000.000) de pesetas, cantidad que ha sido aportada por los fundadores
y depositada en una entidad bancaria a nombre de la Fundación.

Cuarto.—El Patronato de la Fundación está constituido por los siguien-
tes miembros, con aceptación de sus cargos:

Presidente: Don Stephan Schmidheiny.
Vicepresidenta: Doña Erika Anne Knie.
Secretario: Don Cristóbal Castañer Nadal.
Vocal: Don Antonio Giménez Más.

Asimismo, se designa Patrona Delegada Única a doña Erika Anne Knie,
la cual ostentará todas las facultades que corresponden al Patronato excep-
to las indelegables.

Quinto.—El domicilio de la entidad, según consta en el artículo 3 de
los Estatutos, radica en la carretera de Andraitx a Capdellá, kilómetro
4, de Andraitx (Mallorca).

Sexto.—El objeto de la Fundación queda determinado en el párrafo
primero del artículo 2 de los Estatutos, en la forma siguiente:

«Fundación Avina tiene como fines la cooperación para el desarrollo,
el fomento de la economía y la defensa del medio ambiente, actuando
siempre con criterios acordes con lo que viene denominándose desarrollo
sostenible: Es decir, hacer posible la satisfacción de determinadas nece-
sidades humanas de cualquier ámbito, a condición de que ese desarrollo
se produzca manteniendo o preservando simultáneamente los recursos
naturales.»

Séptimo.—Todo lo relativo al gobierno y gestión de la Fundación queda
recogido en los Estatutos por los que se rige, constando expresamente
el carácter gratuito de los cargos del Patronato, estando dicho órgano
de gobierno obligado a la rendición de cuentas y presentación de pre-
supuestos al Protectorado.

Vistos la Constitución Española, la Ley 30/1994, de 24 de noviembre;
los Reales Decretos 316/1996, de 23 de febrero; 384/1996, de 1 de mar-
zo; 758/1996, de 5 de mayo; 839/1996, de 10 de mayo; 1888/1996, de 2
de agosto, y 140/1997, de 31 de enero.

Fundamentos de Derecho

Primero.—La Administración General del Estado-Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales es competente para ejercer el Protectorado del Gobierno
sobre las fundaciones de asistencia social, respecto de aquéllas de com-
petencia estatal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de
la Ley 30/1994, 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales
a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en relación
con el Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, de Reestructuración de Depar-
tamentos Ministeriales (artículo 6), con el Real Decreto 839/1996, de 10
de mayo, por el que se establece la estructura orgánica básica, entre otros,
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (artículo 6), y con el Real
Decreto 1888/1996, de 2 de agosto, modificado por el Real Decre-
to 140/1997, de 31 de enero, por el que se determina la estructura orgánica
básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (artículos 10 y 11).

La Orden de 21 de mayo de 1996, sobre delegación del ejercicio de
competencias en los órganos administrativos del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales («Boletín Oficial del Estado» del 27), corregida por
la Orden de 25 de junio de 1996 («Boletín Oficial del Estado» del 27),
dispone la delegación del ejercicio de las competencias, relativos al Pro-
tectorado sobre las fundaciones de asistencia social, en la Secretaría Gene-
ral de Asuntos Sociales.

Por último, el Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal,
aprobado mediante el Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, atribuye
al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (Ministerio de Trabajo y Segu-
ridad Social y Ministerio de Asuntos Sociales, según lo dispuesto en el
mismo), el ejercicio del Protectorado de las Fundaciones cuyos fines se
vinculen mas directamente con las atribuciones conferidas a los mismos.

Segundo.—El Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal, apro-
bado por Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del
Estado» número 57), en desarrollo del título I y disposiciones concordantes
de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en
su artículo 22.3, establece que son funciones del Protectorado, entre otras,
el asegurar la legalidad en la constitución de la Fundación y elaborar
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el informe previo a la inscripción de la misma en el Registro de Fun-
daciones, en relación a los fines y suficiencia de la dotación.

Tercero.—La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en
los artículos 8, 9 y 10 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Cuarto.—El Reglamento del Registro de Fundaciones de Competencia
Estatal, aprobado por Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo («Boletín
Oficial del Estado» número 77), en desarrollo de los artículos 36 y 37
de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, en su artículo 3, establece que
se inscribirán en el Registro, entre otros actos, la constitución de la Fun-
dación, el nombramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, por
cualquier causa, de los miembros del Patronato y otros órganos creados
por los Estatutos y las delegaciones y apoderamientos generales. Asimismo,
la disposición transitoria única del citado Real Decreto 384/1996, establece
que, en tanto no entre en funcionamiento el Registro de Fundaciones de
Competencia Estatal, subsistirán los Registros actualmente existentes.

Quinto.—La Fundación persigue fines de interés general de asistencia
social, conforme al artículo 2 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Sexto.—La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de
hecho tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente
para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado
del Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero.—Clasificar a la Fundación Avina, instituida en Andraitx (Ma-
llorca), cuyos fines de interés general son predominantemente de coo-
peración al desarrollo y fomento de la economía.

Segundo.—Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asis-
tenciales, bajo el número 07/0047.

Tercero.—Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de
los miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho cuarto
de la presente Orden, su aceptación del cargo, y la delegación de facultades.

Cuarto.—Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 26 de mayo de 2000.—P. D. (Orden de 21 de mayo de 996),
la Secretaria general de Asuntos Sociales, María Concepción Dancausa
Treviño.


